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 A la Vila d'Esporles, Comunitat Autònoma de les Illes Balears, essent les denou hores i 
trenta minuts de dia 31 de maig de 2018, es reuneix a la sala d'actes de la Casa de la Vila, en 
primera convocatòria, el Ple de la Corporació sota la Presidència de la Sra. Batllessa Maria 
Ramon Salas, i amb l’assistència dels senyors regidors/es que es relacionen a l’encapçalament, 
amb l’objecte de celebrar sessió ordinària i en ella tractar els assumptes inclosos a l’ordre del 
dia, el qual fou degudament notificat. Assisteix com a Secretari el Sr. Raimundo Tomás Montis 
Sastre. 
 
 
 
1.-ACTA ANTERIOR.- La Presidenta pregunta si qualque membre de la corporació ha de fer 
qualque observació a l’acta de la sessió ordinària de dia 26 d’abril  de 2018. 
 
No es presenta cap observació, i sotmesa a votació fou aprovada per unanimitat. 
 
 
2.- EXPEDIENT 193/2018 PROPOSTA DESESTIMACIÓ RECURS REPOSICIÓ URBAN 
SERVICE S.L..- La Batlessa, Sra. Maria Ramon Salas, dóna lectura a la següent:  
 
 

INFORME SECRETARIA 
En compliment d'allò establert a l'article 3. RD 128/2018 pel qual es regula el Règim Jurídic 
dels funcionaris d'Administració Local amb habilitació de caràcter nacional, emeto el següent 
INFORME: 

I ) ANTECEDENTS 
1.- SERVEIS URBANS 2012 S.L presenta recurs de reposició contra la proposta de Batlia  
d’adjudicació del contracte de gestió de serveis públics de recollida i transport dels residus 
generats al terme municipal d’Esporles ( NRE 1432 de dia 27 d’abril de 2018 ). 
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2.- La proposta de Batlia és redactada conforme a la proposta de la Mesa de Contractació de 
dia 26 de març de 2018. 
 

II) LEGISLACIÓ APLICABLE 
- Reial Decret 3/2011, de 14 de novembre, pel qual s’aprova el Text Refós de Contractes 
del Sector Públic. 
- Llei 7/1985, de 2 d'abril, Reguladora de les Bases de Règim Local. 
- Llei 39/2015, de 01 d’octubre, de Procediment Administratiu Comú de les Administracions 
Públiques.  
 

III ) FONAMENTS JURÍDICS 
D’acord amb l’establert al recurs de reposició , l’objecte del recurs és la proposta de 
batlia d’adjudicació que assumeix la formulada per la Mesa de Contractació de dia 26 
de març de 2018. Hem d’aclarir que l’òrgan de contractació, d’acord amb la Disposició 
Addicional Segona del TRLCSP, és el ple de l’Ajuntament d’Esporles. Per tant, deduïm , 
que el recurs de reposició s’interposa contra l’acord de l’Ajuntament ple de dia 28 de 
març de 2018. 
Aclarit això, l’objecte del recurs de reposició és fonamenta en  que a la Mesa de 
Contractació que proposava l’adjudicació a la Batlia per que aquesta ho proposes a 
l’òrgan de contractació ( el Ple ) es va obrir, d’acord amb els plecs de condicions, el 
sobre C “ PROPOSICIÓ SUBJECTE A JUDICI DE VALOR PER PRENDRE PART EN LA 
CONTRACTACIÓ PER PROCEDIMENT CONCURS OBERT DEL CONTRACTE DE LA 
GESTIÓ INDIRECTA DEL SERVEI PÚBLIC DE RECOLLIDA I TRANSPORT DELS 
RESIDUS GENERATS AL TERME MUNICIPAL D’ESPORLES” abans que el sobre B 
“ECONÒMICA I DOCUMENTACIÓ QUALIFICABLE  PER PRENDRE PART EN LA 
CONTRACTACIÓ PER PROCEDIMENT CONCURS OBERT DEL CONTRACTE DE LA 
GESTIÓ INDIRECTA DEL SERVEI PÚBLIC DE RECOLLIDA I TRASNPORT DELS 
RESIDUS GENERATS AL TERME MUNICIPAL D’ESPORLES”. 
Els plecs  constitueixen la llei del contracte i els licitadors que presenten les ofertes 
l’accepten íntegrament. En aquest sentit, la Reolució 929/2017 del Tribunal Central de 
Recursos Contractuals. 
“Cuarto. El recurrente sostiene que la cláusula 9 del pliego de prescripciones técnicas que 
exigía que los programas instalados o desarrollados durante el desarrollo del contrato fueran 
propiedad de la empresa adjudicataria, debe entenderse en sentido amplio, debiéndose 
admitir no sólo la propiedad de los programas, sino también que el licitador concurriera con 
una autorización o licencia de uso de esos 2/9 Proyecto CSP 
www.contratosdelsectorpúblico.es concretos programas, en términos suficientes para poder 
cumplir con la prestación objeto del contrato. Añade que no es frecuente que los 
adjudicatarios de los contratos sean propietarios de los programas que emplean en su 
desarrollo. De manera que, a su juicio, deben equipararse los términos propietario y titular de 
una licencia de uso. Considera que esta argumentación se refuerza por el hecho de que en la 
licitación anterior con el mismo objeto, el pliego de prescripciones técnicas exigía asimismo la 
propiedad de los programas y aunque en la oferta que presentó se incluía un programa de 
gestión tributaria del que era titular, otras empresas no tenían la titularidad de dichos 
programas y no resultaron excluidas de la licitación. Ello llevó a la ahora recurrente a confiar 



en que, en este caso, se adoptaría el mismo criterio. Así, aunque sigue siendo titular de un 
software de gestión, prefirió en este caso ofertar otro diferente del que dispone de una 
licencia de usuario. En segundo lugar, el requisito de ser propietario de los programas es, en 
realidad, un requisito de solvencia técnica que se ha incluido en el pliego de prescripciones 
técnicas cuando, en realidad, esto debe hacerse en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares, de acuerdo con lo establecido en el artículo 79 del TRLCSP. En el pliego de 
cláusulas administrativas particulares no se exige, en ningún momento que se acredite la 
propiedad de los programas ni, por consiguiente, que se incluya documentación en este 
sentido en ninguno de los sobres. De acuerdo con el artículo 67 del Real Decreto 1098/2001, 
de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, es en el pliego de cláusulas administrativas particulares y no en el 
de prescripciones técnicas donde deben incluirse tanto los requisitos que los licitadores han 
de cumplir, como la documentación que han de presentar. Todo ello, determina, a su juicio, la 
nulidad de la cláusula. En tercer lugar, considera que se ha vulnerado el artículo 117.2 del 
TRLCSP, pues el requisito de titularidad del programa es una exigencia innecesaria para la 
ejecución del contrato que constituye una discriminación. De hecho, lo habitual en los 
contratos equivalentes al ahora cuestionado es que no se exija la titularidad del programa a 
emplear, sino sólo que se pueda utilizar de forma legítima y que el personal tenga capacidad 
y formación para hacer uso del mismo y adaptarlo a las necesidades del contrato. Incluso en 
la Comunidad de Madrid es la propia Administración la que suministra el programa de gestión 
tributaria. De acuerdo con el artículo 117.4 del TRLCSP, el órgano de contratación no puede 
definir las condiciones técnicas del objeto del contrato de forma que queden excluidos de la 
contratación servicios que cumplan la misma funcionalidad aun cuando sus características 
puedan diferir desde el punto de vista técnico de las previstas en el pliego. Por otra parte, los 
requisitos de solvencia deben relacionarse con el objeto del contrato y, en este caso, la 
titularidad del software no tiene relación con el mismo, pues se trata de una prestación de 
servicios y no del suministro de programas informáticos. Además, la mesa ha aplicado su 
propia interpretación restrictiva de forma inconsistente. Para la prestación del servicio, el 
contratista tiene que hacer uso necesariamente de diversos programas, como son los de 
tratamiento de bases de datos catastrales y otros desarrollados por otras entidades privadas 
y Administraciones Públicas, respecto de los que no se ha exigido que los licitadores sean 
propietarios. 3/9 Proyecto CSP www.contratosdelsectorpúblico.es La consecuencia de la 
nulidad del acuerdo impugnado es la anulación del procedimiento de licitación completo, pues 
el mismo no se suspendió y se procedió a abrir el sobre C, correspondiente a los criterios 
automáticos, con lo que la valoración de la oferta técnica de la recurrente ahora, vulneraría 
los principios de igualdad entre los licitadores y la transparencia. Quinto. El órgano de 
contratación considera que la exigencia de que los programas sean propiedad de la empresa 
adjudicataria es un elemento característico del soporte informático vinculado a la prestación 
del servicio, que el pliego de prescripciones técnicas configura como esencial, mínimo y 
obligatorio para los licitadores. El criterio interpretativo utilizado en el informe de valoración de 
la solución tecnológica que lleva a la exclusión del licitador por incumplimiento del pliego, es 
el literal al que se refiere el artículo 3 del Código Civil. El concepto de propiedad intelectual es 
claro, según el artículo 428 del Código Civil y la Ley de Propiedad Intelectual. En el artículo 
100 de esta norma se diferencian de forma clara los conceptos de propietario y usuario. Si se 
hubieran equiparado por la mesa de contratación, tal y como pretende el recurrente, se 



estaría vulnerando el pliego de prescripciones técnicas. En relación con los precedentes 
invocados, considera en primer lugar que no son vinculantes. En segundo lugar, señala que 
en la licitación anterior, la ahora recurrente incidía especialmente en las ventajas de contar 
con un programa de su propiedad. Y en tercer lugar, entiende que los pliegos en un caso y 
otro no eran idénticos, pues en la anterior contratación los criterios de valoración eran más 
generales no valorándose de forma específica el software aportado. En cuanto a la nulidad 
del requisito, afirma el órgano de contratación en su informe que no estamos ante un requisito 
de solvencia técnica. El disponer de un programa propio no presupone la solvencia de los 
licitadores. Estamos ante un requisito exigido con base en la especial naturaleza del servicio 
objeto de la prestación que se contrata, de las diferentes funciones administrativas que se 
ven afectadas por el mismo y de las necesidades que determina el rigor en la definición de 
los requerimientos técnicos que han de cumplir. Recoge el contenido de la resolución nº 
985/2015 de este Tribunal en el sentido de que es posible excluir a un licitador por 
incumplimiento del pliego de prescripciones técnicas pues así está recogido en el artículo 84 
del Reglamento de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, pues lo contrario 
supondría la imposibilidad de ejecutar el contrato en los términos y con las condiciones 
previamente fijadas por la Administración y aceptados por el licitador al presentar su oferta. 
Con base en esta doctrina, considera procedente la exclusión, pues la propiedad del 
programa informático a través del cual se desarrollará y ejecutará el servicio es, por tanto, 
una prescripción técnica por referirse a la forma en la que se prestará el mismo y debe formar 
parte del proyecto organizativo que afecta a la solución informática aplicable configurándose 
como parte de la oferta técnica que conforma la proposición de los licitadores. Por lo que se 
refiere a la innecesariedad de la propiedad de la aplicación informática que se alega en el 
recurso, además de indicar que dicha previsión fue aceptada por el recurrente al no impugnar 
los pliegos, el órgano de contratación sostiene que hay diferencia a la hora de realizar 
cualquier adaptación si uno es propietario del software o simplemente tiene una licencia. Así 
fue reconocido por el ahora recurrente en su oferta anterior. Añade que en un campo como la 
gestión tributaria y recaudadora, la aplicación informática 4/9 Proyecto CSP 
www.contratosdelsectorpúblico.es es la base de los trabajos a realizar, por lo que se quiere 
que la adjudicataria tenga un pleno conocimiento y capacidad de desarrollo de las 
aplicaciones usadas, sin depender de terceros. En caso contrario, atender cualquier 
modificación solicitada por el Ayuntamiento no dependería de la voluntad de la adjudicataria, 
pues tendría que solicitarlo a una empresa ajena a la licitación. Rechaza asimismo la 
alegación de incongruencia al no exigir el pliego la propiedad de otros programas propiedad 
de entidades públicas o privadas, considera que la misma carece fundamento, pues la 
discutida cláusula novena se refiere exclusivamente a las específicas del contrato. Por último, 
considera que el recurso debe desestimarse pues aun en caso de que se anulase la 
exclusión de la oferta de la recurrente, el pliego exige un umbral mínimo de puntuación de 50 
por ciento del máximo de puntos en el subapartado relativo al software para que la oferta sea 
tomada en consideración para la siguiente fase, por lo que no siendo propietaria del software 
no alcanzaría el mínimo y tampoco sería admitida a la fase de evaluación global. Sexto. El 
pliego de prescripciones técnicas establece, en el último inciso del párrafo cuarto de la 
cláusula novena, que los programas instalados o desarrollados durante el desarrollo del 
contrato serán propiedad de la empresa adjudicataria. El tenor literal del mismo es claro y no 
permite interpretaciones extensivas. Podría haberse optado por otra solución como la 



propuesta ahora por la recurrente, es decir, que el licitador tuviera el uso sobre los programas 
y aplicaciones con base en un derecho distinto al de propiedad, como puede ser, por ejemplo, 
una licencia. Pero no fue así y no cabe alterar el contenido del pliego. Aquí es posible la 
aplicación supletoria de las normas del Código Civil, cuyo artículo 1.281 establece que 
si los términos del contrato son claros y no dejan lugar a dudas sobre la intención de 
los contratantes, habrá que estarse al sentido literal de sus cláusulas (). La vía para 
haber hecho valer esta pretensión, hubiera sido impugnar la cláusula 9 del pliego de 
prescripciones técnicas, lo que no se hizo. Como ya ha establecido este Tribunal en 
multitud de ocasiones, el pliego constituye la ley del contrato y a su contenido deben 
someterse todos los licitadores, así como la propia Administración. En efecto, señala la 
Resolución 253/2011 que “de acuerdo con una inveterada jurisprudencia, los pliegos 
constituyen ley del contrato como expresión de los principios generales esenciales 
que rigen las relaciones nacidas de la convención de voluntades, tales como el 
sintetizado en el brocardo «pacta sunt servanda» con los corolarios del imperio de la 
buena fe y del non licet contra los actos propios. Así, en resoluciones de este Tribunal 
178/2013, 17/2013 y 45/2013 se hace referencia a la doctrina de la Sala Tercera del Tribunal 
Supremo, sentada en la sentencia de 19 de marzo de 2001 (Sección Séptima) en la que se 
afirma que «esta Sala Tercera ha recordado, en sentencia de 6 de febrero de 2001, la 
conocida doctrina jurisprudencial en cuya virtud el pliego de condiciones constituye la Ley 
del Concurso, debiendo someterse a sus reglas tanto el organismo convocante como 
los que soliciten tomar parte en el mismo, especialmente cuando no hubieran 
impugnado previamente sus bases, pues, en efecto, si una entidad licitante se somete 
al concurso tal y como ha sido convocado, sin impugnar, en ningún momento, las 
condiciones y bases por las que se rija, tomando parte en el mismo, con presentación 
de su correspondiente 5/9 Proyecto CSP www.contratosdelsectorpúblico.es oferta y 
prestando su consentimiento tanto a las propias prescripciones de la licitación como a 
la participación de las restantes entidades, carecerá de legitimación para impugnarlo 
después, contraviniendo sus propios actos.(........) 
De esta forma, y por lo que atañe a los pliegos de prescripciones técnicas, ha de tenerse 
presente que el artículo 116 del TRLCSP establece que "el órgano de contratación aprobará 
con anterioridad a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes de la 
licitación del contrato, o de no existir ésta, antes de su adjudicación, los pliegos y documentos 
que contengan las prescripciones técnicas particulares que hayan de regir la realización de la 
prestación y definan sus calidades, de conformidad con los requisitos que para cada contrato 
establece la presente Ley". En consonancia con dicho precepto, tal y como este Tribunal ha 
señalado en múltiples resoluciones (verbigracia, las resoluciones 264/2014 y 90/2012, así 
como la 84/2011), la presentación de las proposiciones implica igualmente la aceptación 
de las prescripciones del pliego de prescripciones técnicas, por lo que "también es 
exigible que las proposiciones se ajusten al contenido de los pliegos de prescripciones 
técnicas en la medida en que en ellos se establecen las características y condiciones 
de la prestación objeto del contrato". Consecuentemente, caso de no hacerlo así 
resultará obligado el rechazo o exclusión de la oferta (por mucho que no se haya 
previsto explícitamente así en los pliegos de aplicación), tal y como, por otro lado se 
infiere (“sensu contrario”) de los apartados 4 y 5 del artículo 117 del TRLCSP. Este 
Tribunal ha señalado, como así alega la recurrente con cita de las Resoluciones 325/2011 y 



19/2012, que “no es razonable adivinar ni presumir que el adjudicatario, que ha asumido la 
obligación de ejecutar prestación con arreglo a la legislación vigente vaya a incumplir dicho 
compromiso”. Ahora bien, esta afirmación parte de la premisa de que el proyecto 
presentado por el licitador se adecúa a los requerimientos de la Administración 
contratante. Partiendo de esta premisa, no hay razón para sospechar que la ejecución 
de lo ofertado será defectuosa. Esta sospecha no es otra cosa que una duda acerca de 
la capacidad del contratista para ejecutar lo ofertado.  
La jurisprudència es manifesta en el mateix sentit. Així: Sentencies del Tribunal Suprem de 19 
de març 2001, 8 de juny de 1984 o 13 de maig de 1982. 
El recurrent també al·lega en el seu recurs de reposició que aquest vici consisteix en la 
vulneració de les normes essencials per la formació de la voluntat dels òrgans col·legiats 
donat que l’alteració en l’ordre d’obertura de proposicions establertes a la llei suposa el 
quebrantament d’una norma essencial del procediment de contractació que provoca una 
desigualtat flagrant entre els licitadors d’un mateix contracte. Aquesta desigualtat es fonament 
en que els tècnics que varen realitzar l’informe de valoració dels sobre C ja coneixen quina 
era l’oferta econòmica més beneficiosa  econòmicament per les arques municipals i així influir 
en la decisió dels serveis tècnics. Aquesta fonamentació no es sustenta ja que , d’acord amb 
les actes de la Mesa de Contractació de dia 26 de març de 2018, les ofertes econòmiques de 
les tres empreses licitadores són IDÈNTIQUES, per tant, es dona la mateixa puntuació i no es 
produeix aquesta suposada influència que al·lega el recurrent respecte als serveis tècnics 
que valoraran l’oferta . 
 

IV ) CONCLUSIONS 
 
Es proposa, d’acord amb els fonament anteriorment esmentats, la desestimació del recurs de 
reposició presentat. 

No obstant, l’Ajuntament Ple resoldrà.  
 
 
Sotmesa a votació la proposta fou aprovada amb el següent resultat: 
 

- Set (7) vots a favor del MÉS 
- Quatre  (4) vots en contra de PP i PSOE 

 
 
 
3.- EXPEDIENT 511/2018 MODIFICACIÓ DE CRÈDIT EXP. TRISPOL BIBLIOTECA.- La 
Batlessa, Sra. Maria Ramon Salas, dóna lectura a la següent:  
 

MEMÒRIA DE BATLIA 
 
De conformitat amb la DA 16 apartat sisè del RD-Legislatiu 2/2004, de 5 de març, pel qual 
s’aprova el text refós de la llei Reguladora de les Hisendes Locals (en endavant TRLHL), es 
redacta la present MEMÒRIA ECONÒMICA de l’Ajuntament en relació amb les Inversions 
Sostenibles. 
 
INVERSIONS: 
Grup de programa 3321.Biblioteques i arxius 



Denominació: Trespol biblioteca  
Import: 11.000 euros 
Vida útil de la inversió: Més de 05 anys 
 
 
Finançament de les inversions: Superàvit pressupostari 
 
La totalitat de les inversions s’adjudicaran inexcusablement en l’exercici 2018 en aplicació del 
disposat en la LCSP i normes contractuals corresponents i de la mateixa manera, el 
reconeixement de les obligacions derivades de la inversió es realitzarà dins l’exercici 2018, a 
excepció en casos de raons excepcionals degudament justificades que hagin impedit 
l’execució dins del mateix exercici, sense que l’Ajuntament pugui incórrer en dèficit en termes 
de Comptabilitat Nacional al final de l’Exercici 2018 ni al següent. 
 
D’acord amb això, i segons les disposicions legals vigents, PROPOSO a l’Ajuntament Ple 
l’adopció del present ACORD: 
 
Primer.- Aprovar la modificació de crèdit finançat per superàvit pressupostari de la liquidació 
pressupostària de 2017. 
 
Segon.- Publicar en un termini de 15 dies dit acord al BOIB , tauler d’edictes i pàgina web. 
 

No obstant, l’Ajuntament Ple resoldrà. 
 

Sotmesa a votació la proposta fou aprovada amb el següent resultat: 
 

- Set (7) vots a favor del MÉS 
- Quatre  (4) abstencions de PP i PSOE 

 
 
 
 
4.- EXPEDIENT 505/2018 MODIFICACIÓ CRÈDIT EXP. RECONEIXEMENT EXTRAJUDICIAL 
CRÈDIT.- La Batlessa, Sra. Maria Ramon Salas, dóna lectura a la següent:  
 

PROPOSTA DE BATLIA 
 
Per tal de comptabilitzar despeses corresponents a exercicis anteriors  i no havent-hi 
consignació suficient per fer front a la despesa, d’acord amb l’article 60.2 del R.D. 500/1990, 
de 28 de desembre, i atenent al punt 15 de la Llei orgànica 9/2013 de 20 de desembre de 
control del deute comercial amb el sector públic s’instrueix el present expedient  i es proposa 
a l’Ajuntament Ple: 
 
Primer.-Aprovar el següent  expedient de reconeixement extrajudicial de crèdits 
 
  Partida de despeses: 102.532,58 euros 
  
 
Segon.-- Aprovar el corresponent  suplement de crèdit per les partides esmentades al 
reconeixement extra-judicial i amb el finançament següent: 
   
     
                         87000 Romanent de Tresoreria per a despeses generals       102.532,58 € 



 
No obstant, l’Ajuntament Ple resoldrà. 

 
Sotmesa a votació la proposta fou aprovada amb el següent resultat: 
 

- Set (7) vots a favor del MÉS 
- Quatre  (4) abstencions de PP i PSOE 

 
 

 
5.- EXPEDIENT 504/2018 MODIFICACIÓ DE CRÈDIT EXP. INSTAL.LACIÓ PLAQUES 
FOTOVOLTÀIQUES.- La Batlessa, Sra. Maria Ramon Salas, dóna lectura a la següent:  
 

MEMÒRIA DE BATLIA 
 
De conformitat amb la DA 16 apartat sisè del RD-Legislatiu 2/2004, de 5 de març, pel qual 
s’aprova el text refós de la llei Reguladora de les Hisendes Locals (en endavant TRLHL), es 
redacta la present MEMÒRIA ECONÒMICA de l’Ajuntament en relació amb les Inversions 
Sostenibles. 
 
INVERSIONS: 
Grup de programa 425. Energia 
Denominació: Instal·lació plaques fotovoltaiques  
Import: 9.197,20 euros 
Vida útil de la inversió: Més de 05 anys 
 
 
Finançament de les inversions: Superàvit pressupostari 
 
La totalitat de les inversions s’adjudicaran inexcusablement en l’exercici 2018 en aplicació del 
disposat en la LCSP i normes contractuals corresponents i de la mateixa manera, el 
reconeixement de les obligacions derivades de la inversió es realitzarà dins l’exercici 2018, a 
excepció en casos de raons excepcionals degudament justificades que hagin impedit 
l’execució dins del mateix exercici, sense que l’Ajuntament pugui incórrer en dèficit en termes 
de Comptabilitat Nacional al final de l’Exercici 2018 ni al següent. 
 
D’acord amb això, i segons les disposicions legals vigents, PROPOSO a l’Ajuntament Ple 
l’adopció del present ACORD: 
 
Primer.- Aprovar la modificació de crèdit finançat per superàvit pressupostari de la liquidació 
pressupostària de 2017. 
 
Segon.- Publicar en un termini de 15 dies dit acord al BOIB, tauler d’edictes i pàgina web. 
 

No obstant, l’Ajuntament Ple resoldrà. 
 

 
Sotmesa a votació la proposta fou aprovada per unanimitat dels assistents: 
 
 
 
6.- MOCIÓ DE MES-APIB.- MOCIÓ DE POSICIONAMENT SOBRE LA SENTENCIA DE “LA 
MANADA”.- La Batlessa, Sra. Maria Ramon Salas, dóna lectura a la següent:  



 
El grup municipal de l’Ajuntament d’Esporles presenta a la consideració del Ple la següent 
MOCIÓ relativa a:  
 

MOCIÓ DE POSICIONAMENT SOBRE LA SENTÈNCIA DE “LA MANADA” 

Segons la sentència núm 000038/2018 de la Secció Segona de l'Audiència 

Provincial de Navarra queden com a fets provats que els cinc homes del grup conegut com 
'La Manada' varen perpetrar una menyspreable acció d'abús sexual contra una dona a 
Pamplona durant les festes de San Fermín de 2016. 

Es pretén justificar legalment que en aquesta acció no va existir violència ni intimidació cap a 
la víctima, per la qual cosa s’absol els cinc homes d'un delicte d'agressió sexual. 

Òbviament no és tasca d'aquest Ajuntament interferir en les competències del Poder Judicial, 
però sí que tenim l'obligació de reaccionar i fixar posicions polítiques davant fets de 
transcendència per a la ciutadania. I amb aquesta sentència es crea un gravíssim precedent 
que entra en contradicció amb les mocions i declaracions polítiques aprovades en aquest 
Consistori. 

Hem de denunciar la doble moral que vergonyosament segueix plasmada en el Codi Penal, 
que considera que poden existir escomeses sexuals d'homes contra dones que, sense existir 
el consentiment de les dues parts, no suposin violència i intimidació. Això dinamita tota la 
feina feta en contra de les violències masclistes. 

Si no hi ha consentiment hi ha violència. La sentència evidencia que encara queda molt per 
fer en la defensa dels drets fonamentals de les dones, en la protecció de la integritat i en la 
batalla contra la violència. 

Un cop més, ha quedat de manifest l'orientació patriarcal amb la qual membres de la 
Judicatura d'aquest país segueixen enjudiciant els delictes contra les dones. 

No pot aplicar una doble victimització, ni que s'exigeixi un plus de patiment. A les dones no 
se'ls pot exigir que morin per demostrar així que sí es resisteixen davant una agressió sexual. 
S'ha comprovat que el Codi Penal no protegeix de forma efectiva a les dones de les 
violacions ni de les múltiples expressions de violència a les que s'han d'enfrontar. 

Hem assistit a un procés en el qual des de diferents àmbits judicials i mediàtics s'ha arribat a 
culpabilitzar la dona agredida (ha fet a bastament per oposar-se a l’agressió?), i fins i tot s'ha 
presentat com una prova admissible la "vida normal" de la víctima després de l'agressió. 

Per tot això el Ple de l'Ajuntament d'Esporles : 

1.- Manifesta el seu suport, afecte i solidaritat a la víctima, i rebutja qualsevol iniciativa per tal 
identificar-la públicament, així com tots aquells comentaris generats a les xarxes socials o a 
qualsevol altre mitjà que suposin un atac a la seva dignitat, que minvin la gravetat dels fets o 
que afirmin que el que va passar va ser amb el seu consentiment.  



2.- Mostra el seu profund desacord amb la decisió de la sentència, que qualifica una clara 
violació múltiple com un simple cas d’abús sexual i furt lleu. 

3.- Mostra comprensió amb la decepció ciutadana com a conseqüència d'aquesta decisió 
judicial, s'uneix al clam popular davant aquesta sentència que no compartim, i demana al 
Govern de l’Estat i a les Corts espanyoles polítiques actives, capacitat pressupostària i 
modificacions legislatives per a què no es tornin a repetir ni la sentència ni els fets que la 
motiven. 

4.- Reivindica el dret de tota dona a la seva plena llibertat i, al mateix temps, declara que 
Esporles és un municipi que no tolera cap tipus d'agressió contra cap dona. 

5.- Manifesta que en les relacions interpersonals “no” és “no”, i que si no hi ha un “sí” també 
és “no”. 

6.- Es reafirma en el compromís de continuar treballant en col·laboració amb el teixit 
associatiu i la ciutadania en general, a favor de la igualtat i en defensa dels drets de les 
dones, i per a l’eradicació de les desigualtats i els diferents tipus de violència que pateixen les 
dones. 
 

Sotmesa a votació la Moció fou aprovada per unanimitat dels assistents.  
 
 
 
7.- MOCIÓ DE MES-APIB.- MOCIÓ SUPORT  INSTITUCIONAL A LES SUBVENCIONS PER 
FOMENTAR L’ÚS DE LA LLENGUA CATALANA.- La Batlessa, Sra. Maria Ramon Salas, dóna 
lectura a la següent:  
 
El grup municipal de PAS-MÉS a l’Ajuntament d'ESPORLES presenta a la consideració del 
Ple la següent MOCIÓ relativa al 
 

Suport institucional a les subvencions per fomentar l'ús de la llengua catalana 
 

                                            EXPOSICIÓ DE MOTIUS 
 
Arran del recurs posat per l’Advocacia de l’Estat Espanyol per suspendre les convocatòries a 
ajuts per retolar i fomentar el català als comerços a Pollença i Capdepera, volem manifestar el 
nostre suport als ajuntaments afectats i defensar la promoció de la llengua catalana, d’acord 
amb l'Estatut d’Autonomia aprovat per unanimitat el 1983.  
 
Per això, exposam que: 

1. Aquest recurs és un despropòsit que es basa en una distorsió de la realitat i en un 
atac flagrant a l'autonomia municipal, al marc legal vigent i a l'estatus del català com a 
llengua pròpia i oficial d'aquesta CCAA. 

 
2. Les ajudes a la retolació en català són una eina amb molta tradició en el procés de 

normalització lingüística. Mai ningú no les havia qüestionat, i tenen l’aval de tots els 
serveis jurídics de les diferents administracions.  

 
3. El català és una llengua minoritzada, i necessita del suport públic per a avançar cap a 



la seva normalització. Les administracions de les Illes Balears han de complir amb el 
que diu l’Estatut i la Constitució amb les diferents polítiques de promoció del català. La 
situació actual de la llengua catalana a les Illes Balears fa necessari reforçar el 
mandat de normalització de la llengua pròpia que l'Estatut d'autonomia exigeix a les 
institucions de les Illes Balears. La fragilitat del català i el desequilibri entre les dues 
llengües oficials s'han vist reforçats per diverses circumstàncies que han tingut lloc els 
darrers anys, entre les quals es poden destacar les grans incorporacions de població 
provinent de fora del domini lingüístic i els canvis profunds en el panorama dels 
mitjans de comunicació. Així ho avalen les dades procedents dels estudis i les 
enquestes sociolingüístiques més recents. El mandat normalitzador, doncs, és més 
vigent que mai, tot i els avenços experimentats en determinats àmbits. 
 

4. És totalment legítim concedir ajuts per a l'ús exclusiu d'una llengua minoritzada que ha 
de ser reforçada, i més encara quan la Llei de normalització lingüística no conté 
mandats de foment del bilingüisme ni de presència simultània de dues o més llengües. 

 
5. Cal destacar que l'objectiu dels ajuntaments afectats, el de Pollença i el de 

Capdepera, no és excloure l'ús del castellà (llengua que és present en els municipis i 
pobles de les Illes Balears) sinó fomentar també l'ús i la presència de la llengua 
catalana. 

 
6. Les mesures de foment i de recuperació de l’ús de la llengua catalana continuen sent 

avui necessàries per «crear les condicions que permetin arribar a la igualtat plena de 
les dues llengües quant als drets dels ciutadans de les Illes Balears», tal com exigeix 
l’article 4.3 de l’Estatut d’autonomia i com avala la jurisprudència del Tribunal 
Constitucional. Les administracions públiques (Govern, consells, ajuntaments) tenen el 
mandat legal de fomentar la presència i l'ús de la llengua catalana: 

 
 Article 4.3 de l’Estatut d’autonomia: “Les institucions de les Illes Balears han de 

garantir l’ús normal i oficial dels dos idiomes, han de prendre les mesures necessàries 
per assegurar-ne el coneixement i han de crear les condicions que permetin arribar a 
la igualtat plena de les dues llengües quant als drets dels ciutadans de les Illes 
Balears”. 

 
 Article 33 de la Llei de normalització lingüística: "Els poders públics de la comunitat 

autònoma adoptaran les mesures pertinents i proveiran dels mitjans necessaris per al 
coneixement i ús de la llengua catalana en tots els àmbits i activitats de la vida social". 

 
 Article 37.2: "Així mateix, s'ha d'impulsar l'ús ambiental del català i, de manera 

especial, la retolació en llengua catalana en tot tipus d'entitats socials i culturals, 
mercantils i recreatives". 

 
 Article 3 de la Constitució Espanyola: "les altres llengües espanyoles seran també 

oficials a les respectives comunitats autònomes d'acord amb els seus estatuts" i "la 
riquesa de les diferents modalitats lingüístiques d'Espanya és un patrimoni cultural 
que ha d'ésser objecte d'un respecte i protecció especials". 

 
7. L’Estatut deixa clar que el català és la llengua pròpia i oficial de les Illes Balears, 



juntament amb el castellà, i això és defensat i viscut amb normalitat per la gran 
majoria de la societat illenca.  

 
8. En resum, l'actuació del Govern central vulnera l'Estatut d'autonomia, la Llei de 

normalització lingüística a les Illes Balears i la mateixa Constitució espanyola. A més, 
demostra una manca de sensibilitat molt preocupant envers la pluralitat lingüística i 
cultural. 
 

9. Lamentam la irresponsabilitat de l'Estat de qüestionar el marc legal existent i la pròpia 
oficialitat de la llengua catalana i ens demanam si aquest recurs no pretén sinó 
desincentivar les administracions locals i autonòmiques de complir amb el mandat 
legal de dur a terme polítiques de foment de la llengua catalana. 

 
 
 
Proposta d'acord  
 
L’Ajuntament d'ESPORLES 
 

1. Dona suport a les administracions públiques que treballen per fomentar i promoure el 
català, especialment aquelles afectades pel recurs de l'Advocacia de l'Estat.  

 
2. Es compromet a fer complir l’Estatut d’Autonomia i la Llei de normalització lingüística i 

a actuar en conseqüència i a dur a terme les accions de foment i promoció de la 
llengua catalana que consideri necessàries. 

 
 
Sotmesa a votació la Moció fou aprovada amb el següent resultat: 
 

- Nou  (9) vots a favor del PSOE, MÉS i PP ( Sr. Miquel Bernat ) 
- Dues  (2) abstencions del PP ( Sra. Dolors Nadal i Sr. Severiano Quevedo ) 

 
 
 
8.- MOCIO DE MES-APIB MOCIO EN SUPORT DEL COMPLEMENT DE CARRERA 
PROFESSIONAL.- La Batlessa, Sra. Maria Ramon Salas, dóna lectura a la següent:  
 
El grup municipal de l’Ajuntament d’Esporles presenta a la consideració del Ple la següent 
MOCIÓ  

En suport del complement de carrera professional 
 

EXPOSICIÓ DE MOTIUS 
 
 
El Reial Decret Legislatiu 5/2015, de 30 d’octubre, pel qual s’aprova el text refós de la Llei de 
l’Estatut bàsic de l’empleat públic (EBEP), defineix la carrera professional com el conjunt 



ordenat d’oportunitats d’ascens i d’expectatives de progrés professional de conformitat amb 
els principis d’igualtat, mèrit i capacitat, i assenyala que les lleis de funció pública que es 
dictin en desplegament d’aquest Estatut han de regular la carrera professional aplicable en 
cada àmbit, podent consistir, entre d’altres, en l’aplicació aïllada o simultània d’alguna o 
algunes de les modalitats que preveu, és a dir, carrera horitzontal, carrera vertical, promoció 
interna vertical i promoció interna horitzontal. 
 
Amb la modificació de la Llei 3/2007, de 27 de març, de la Funció Pública de la Comunitat 
Autònoma de les Illes Balears, el seu article 121.3, modificat per la disposició final vint-i-
unena de la Llei 18/2016, de 29 de desembre, de pressuposts generals de la comunitat 
autònoma de les Illes Balears per a l’any 2017, va permetre presentar i aprovar amb el suport 
unànime dels sindicats de la Mesa General de negociació un Acord de carrera professional 
en el que transitòriament i amb el suport normatiu corresponent es reconeixia un pagament a 
compte de la carrera professional per a tot el personal del Consell de Mallorca.  
Aquest Acord va ser ratificat per Ple del Consell en data 9 de març de 2017 i posteriorment va 
ser impugnat per Delegació de Govern, que va interposar recurs contenciós administratiu 
demanant mesures cautelars de suspensió. Desestimat inicialment, Delegació de Govern va 
presentar recurs d’apel·lació davant el Tribunal Superior de Justícia de les Illes Balears, que 
en data 27 d’abril va notificar la suspensió, la qual tendrà efectes en la nòmina dels 
treballadors i treballadores del consell de Mallorca a partir del mes de maig. 
Les demandes interposades per l'Estat sobre la carrera de l'Administració local es 
fonamenten en dos arguments, per una banda el pressupostari, per allò que l'increment 
retributiu supera els límits que fixa la Llei de Pressuposts Generals de l’Estat (LPGE), i per 
altra que no hi ha cobertura legal pels acords de carrera perquè no hi ha hagut 
desenvolupament autonòmic de l’EBEP. L'Estat exposa que no hi ha desenvolupament 
normatiu,. 
Per aclarir aquesta qüestió els grups parlamentaris han treballat en la presentació d’esmenes 
a la Llei de simplificació i racionalització de l'ordenament jurídic, actualment en tramitació, i 
confirmar d’aquesta forma que els acords adoptats en relació a la carrera professional són 
vàlids. Les esmenes han quedat aprovades per la Ponència del Parlament. 
 
La suspensió de l’Acord de carrera professional per part del Tribunal Superior de Justícia de 
les Illes Balears, a instàncies de la Delegació del Govern a les Illes, ha suposat una pèrdua 
per als treballadors i treballadores del Consell de Mallorca, a més de suposar una vulneració 
a la negociació col·lectiva,  conduint als sindicats a convocar diferents mobilitzacions per 
defensar la negociació i els acords adoptats i ratificats dins el marc legal establert. 
 
Proposta d'acord  
 
El Ple de l’Ajuntament d’Esporles 
 

1. Defensa el compliment de la carrera professional com un dret legítim del personal al 
servei de les Administracions públiques i insta la Delegació de Govern a respectar 
l’autonomia de les entitats locals per aprovar els seus propis acords i regular en 
matèria de personal, emparades per la Llei de Funció Pública de la Comunitat 
Autònoma de les Illes Balears i legislació bàsica estatal. 
 



2. Insta als grups polítics del Parlament de les Illes Balears a aprovar les modificacions 
normatives adients per al desenvolupament de la Carrera Professional del Consell de 
Mallorca i de les entitats locals, sobre la base de les esmenes presentades a la Llei de 
Funció Pública de les Illes Balears, mitjançant la Llei de simplificació i racionalització 
de l’ordenament jurídic. 

3. En conseqüència, insta a la Delegació de Govern a retirar el contenciós administratiu 
interposat davant el jutjat contenciós administratiu de Palma i a comunicar al Tribunal 
Superior de Justícia de les Illes Balears el desistiment del contenciós. 

 
Sotmesa a votació la Moció fou aprovada per unanimitat dels assistents.  
 
 

 
 
9.- PROPOSTES D’URGÈNCIA.- S’aprova per unanimitat la urgència de la proposta. 
 

 
9.1.- REGLAMENT DEL PARC VERD.- La Batlessa dóna lectura a la següent:  

 
PROPOSTA DE BATLIA 

 
L’equip de govern vol crear el Reglament del Parc Verd. 
 
Vistos l’informe emès pel secretari  interventor. 
 
D’acord amb això, PROPOSO al Ple de l’Ajuntament l’adopció del present ACORD: 
 
PRIMER.- Aprovar amb caràcter provisional la modificació del Reglament del Parc Verd. 
 
SEGON.- Exposar al públic el present acord als llocs assenyalats a l’article 17 del Reial 
Decret Legislatiu 2/2004, de 5 de març, pel qual s’aprova el text refós de la Llei Reguladora 
de les Hisendes Locals, per un termini de 30 dies hàbils per tal que els interessats puguin 
examinar els expedients i presentar les reclamacions que estimin oportunes. 
 
TERCER.- En el supòsit que en el període d’exposició pública no es presentin reclamacions, 
la qual cosa s’acreditarà per certificació del secretari interventor  a aquest acord provisional 
s’entendrà elevar automàticament a definitiu, procedint-se tot seguit a la seva publicació al 
BOIB del text íntegre modificat . 

 
No obstant, l’Ajuntament Ple resoldrà. 

 
 
Sotmesa a votació la proposta fou aprovada amb el següent resultat: 
 

- Deu (10) vots a favor del MÉS i PP 
- Una (1) abstenció del PSOE 

 
 
 
10.- CORRESPONDÈNCIA I DISPOSICIONS OFICIALS.-  A l’apartat de correspondència, es 
dóna compte de la correspondència haguda des de l’últim ple, registre d’entrada del núm. 1394 

http://online.elderecho.com/seleccionProducto.do?nref=7d4bb0&producto_inicial=P&anchor=ART.17


al 1906 i registre de sortida del núm. 503 al 615. Així com es donen a conèixer les disposicions 
oficials més rellevants hagudes des de l’últim ple. 
 
 
11.-DECRETS DE BATLIA.- El Secretari, dóna compte dels decrets de Batlia haguts des de 
l’últim Ple del núm. 332 al 413.  
 
 
12.-  PRECS I PREGUNTES.-  
 
Per part del Sr, Miquel Bernat ( PP ) es varen fer els següents precs i preguntes: 
 
1.- Es donen llicència d’obres a Ses Rotgetes pel tema de no disposar de clavegueram? 
Contestà la Sra. Batlessa no es donen per nova construcció d’edificacions. 
 
2.- Després de l’incendi al pàrquing municipal , té l’Ajuntament els papers en regla? Contestà 
la Sra. Batlessa dient que sí, que disposava de llicència d’activitats. 
 
3.- Ha renunciat el concessionari de la gestió del cementeri? Contestà la Sra. Batlessa dient 
que sí i que en el pròxim ple es duria a aprovació els nous plecs. 
 
 
Per part de la Sra. Dolors Nadal ( PP ) es varen fer els següents precs i preguntes: 
 
1.- Quan s’obrirà la piscina? Contestà el regidor Albert Salido dient que està en exposició 
pública i que a mitjans de juny 
 
 
Un cop examinats els punts assenyalats a l’ordre del dia, essent les vint hores i vint minuts  la 
Sra. Batlessa aixecà la sessió, i per fer-hi constar el que s’hi ha tractat, jo el Secretari en donc 
fe, i amb el seu vist-i-plau estenc la present acta al lloc i la data assenyalats a 
l’encapçalament. 
 
 Esporles, 31 de maig de 2018  
 
 El Secretari,       Vist i plau 
           La Batlessa  
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